                 República de Colombia

RAMA JUDICIAL

[image: image2.png]



             República de Colombia

RAMA JUDICIAL

[image: image1.png]




JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO DE LA ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, dieciocho (18) de mayo de dos mil veinte (2020)
Tipo de Proceso:
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - TRIBUTARIO
Demandante:

COOPERATIVA MULTIACTIVA FILIALCOOP
Demandada:
MUNICIPIO DE ITAGUI
Radicado:
     
05001 33 33 001 2017 00182 00
Tema:
Impuesto de industria y comercio – Sujetos del impuesto – territorio
Decisión: 

Accede a las pretensiones de la demanda.
Sentencia n°          

	Tema: Impuesto de industria y comercio – Sujetos del impuesto – Determinación – ámbito territorial.  


La COOPERATIVA MULTIACTIVA FILIALCOOP por conducto de apoderado judicial, en ejercicio del medio de control de NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, instaura demanda en contra del MUNICIPIO DE ITAGUI, para que previos los trámites de rigor, en sentencia se hagan las siguientes o similares:

I. PRETENSIONES
Solicita la Cooperativa se declare la nulidad de la resolución 39963 del 13 de mayo de 2016 por medio de la cual se fija una sanción por valor de $18.271.150 por no enviar información del año base 2010 período gravable 2011, expedida por la oficina de fiscalización, control y cobro persuasivo del Municipio de Itagüí; y resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 por la cual se resuelve un recurso de reconsideración, confirmando la sanción en contra de la entidad demandante.
Que a título de restablecimiento del derecho y como consecuencia de la declaratoria de nulidad de los mencionados actos administrativos, se declare que la COOPERATIVA MULTIACTIVA FILIALCOOP, no es sujeto pasivo del impuesto de Industria y Comercio (ICA) y sus complementarios de avisos y tableros por el año 2011 por no haber desarrollado actividad económica en el Municipio de Itagüí para dicho año, por tanto, no debe suma alguna por concepto de la sanción.

Además no es sujeto de enviar información relacionada con el impuesto de industria y comercio y complementario de Avisos y tableros del año base 2010, periodo gravable 2011 ante el Municipio de Itagüí, arguye indebida notificación de los autos 412 del 21 de agosto de 2015 y 086 del 10 de noviembre de 2015.

2. HECHOS QUE SIRVEN DE FUNDAMENTO A LA DEMANDA
Como sustento fáctico de sus pretensiones, la parte actora expuso:

Correspondiente a la actividad que realiza la COOPERATIVA MULTIACTIVA FILIALCOOP es “promover y ejecutar acciones que conlleven a mejores condiciones económicas, sociales y culturales, mediante captación de aportes sociales, la prestación de crédito, educación, previsión, solidaridad, y recreación, la celebración de operaciones de libranza o descuento directo y el manejo general operaciones o inversiones que la ley autorice, y que serán debidamente financiadas con recursos internos y externos de origen licito.”
Como desarrollo de dicho objeto fijo como domicilio para notificaciones judiciales la dirección Carrera 9 # 17-24 oficina 302 de Bogotá, teléfono 7434898, email info@filialcoop.com.

Aduce que a partir del 1 mayo de 2014 y hasta el 1 de mayo de 2015 acepto cesión de contrato de arrendamiento para realizar la actividad comercial en el Municipio de Itagüí, en la dirección calle 50# 51-47 local 104.

Informa que para el año 2010 no ejercía ninguna actividad económica o de cualquier índole en el Municipio de Itagüí. 

Argumenta que el 10 de junio de 2015 la oficina de Fiscalización, control y cobro persuasivo adscrita a la secretaria de Hacienda del Municipio de Itagüí por medio de funcionario comisionado efectuó visita en la dirección carrera 50ª #48-27 local 107 de Itagüí, supuso que Filialcoop funcionaba en dicha dirección. 
La oficina de Fiscalización, control y cobro persuasivo adscrita a la secretaria de Hacienda del Municipio de Itagüí emitió el auto n° 636 del 28 de julio de 2015 “por medio del cual se dispone inspección contable y tributaria y se comisionan algunos profesionales universitarios” y según el acta esa diligencia se llevo a cabo el día 19 de agosto de 2015. Empero informa el actor que nunca fueron notificados de dicha diligencia y que se realizó dicha inspección a una persona jurídica errada. 
Posteriormente, fiscalización mediante auto 412 del 21 de agosto de 2015 solicito requerimiento de información del Impuesto de Industria y Comercio y complementarios de avisos y tableros. Notificando a la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104; lo que implico que las directivas de Filialcoop no conocieran del contenido del auto para pronunciarse. 

El día 15 de septiembre de 2015, el ente territorial emitió el auto n° 398 el cual emplazaba previamente a declarar y notifica a la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104, sin ser la dirección de notificaciones registrada en el certificado de existencia y representación legal de Filialcoop.
El día 19 de octubre de 2015 la cooperativa envía comunicación al Municipio de Itagüí, argumento “los extremos temporo-espaciales desde lo cual la Cooperativa efectuó actividad comercial en el Municipio de Itagüí y para probarlo decidió aportar el contrato de arrendamiento” anexo declaración de renta y complementarios, información financiera, Certificado de Cámara de Comercio, constancia de pago de Industria y Comercio al municipio de Itagüí el día 13 de octubre de 2015 correspondiente solamente al impuesto 2014-2015, en razón que para el año 2010 no ejerció actividad comercial en esa jurisdicción e informo la dirección de notificaciones judiciales de la cooperativa Carrera 9 # 17-24 oficina 302 de Bogotá.
Con lo anterior, el ente territorial mediante auto 086 del 10 de noviembre de 2015 formulo cargos a Filialcoop por no enviar información y plantea una sanción; notifico dicha resolución a la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104 de Itagüí. Es decir, a dirección diferente a la de notificaciones judiciales.
Mediante resolución 39963 del 13 de mayo de 2016 se fija una sanción por valor de $18.271.150 (tomando como base todos los ingresos a nivel nacional $365.423.000) por no enviar información del año base 2010 período gravable 2011, expedida por la oficina de fiscalización, control y cobro persuasivo del Municipio de Itagüí; y resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 por la cual se resuelve un recurso de reconsideración, el cual confirma la sanción en contra de la entidad demandante.
3. NORMAS VIOLADAS Y CONCEPTO DE VIOLACIÓN

Cita como vulneradas las siguientes disposiciones:  

· Los artículos 1,2,4, 13, 29, 83, 90, 121, 209, 287 numeral 3 de la Constitución Política.

· El artículo 3° de la Ley 1437 de 2011. 

· El artículo 193 de la ley 1607.

· Artículos 565 y 568 del decreto 624 de 1989

· Artículos 68 y 247 de acuerdo 030 de 2012

· Las demás normas concordantes del ordenamiento jurídico.

Como concepto de violación invoca:
Violación al derecho de defensa e indebida notificación en el sentido que el Municipio de Itagüí no notifico los autos y resoluciones a la dirección de notificaciones judiciales de la Cooperativa registrada en el certificado de existencia y representación legal la cual para la fecha era Carrera 9 # 17-24 oficina 302 de Bogotá, teléfono 7434898, email info@filialcoop.com. En varias oportunidades notifico a otras direcciones que no corresponden a la informada, tales como avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín, calle 50# 51-47 local 104 de Itagüí, carrera 50ª #48-27 local 107 de Itagüí, carrera 50 #48-38 local 107 de Itagüí. Vulnerando el derecho del actor de la defensa.
Además, utilizo como base para la sanción los ingresos netos percibidos en la cooperativa a nivel nacional informados en la Declaración de renta y complementarios del año 2010.
Falsa Motivación porque para el año 2010 la Cooperativa no ejercía su actividad económica en el Municipio de Itagüí, solo hasta el año 2014 empezó a ejercerla. Así las cosas, la Cooperativa no estaba obligada a presentar información del año 2010 en cuanto no operaba comercialmente en dicha jurisdicción. 

De otro lado del acta de visita se extrae que el funcionario asumió y supuso que esa fecha estaba en la sede de la cooperativa Multiactiva Filialcoop, cuando lo cierto es que en esa dirección no era, y describió de forma diferente en su acta de visita; lo que indica que tales elementos desde la verificación directa son hechos inexistentes y no lograron ser objeto ni fundamento para motivar los actos. 

De otra parte, reitera que para el año 2010 no existía actividad comercial por parte del actor en la jurisdicción del municipio de Itagüí, existe una falsa motivación por error de hecho, de que adolecen los actos atacados, motivo más que  suficiente para que deban ser anulados por el señor Juez del conocimiento los actos administrativos contenidos en la Resolución  39963 del 13 de mayo de 2016 por medio del cual se impuso una  sanción por el año base 2010 periodo gravable 2011, por un monto de  $18'271.150 y la Resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 que resolvió la reconsideración. 

Infracción de normas en las cuales debía fundarse los actos administrativos en el sentido que debió el ente territorial haber considerado el Estatuto Tributario articulo 218, en cuanto la tasación de la sanción por no enviar información, para respetar los principios de razonabilidad y proporcionalidad, considerando la norma la sanción procedente seria de 0.5% por valor de $1.827.115 y no del 5% por valor de $18.271.150.
Falta de competencia porque la autoridad adopta una decisión sin estar legalmente facultado para ello, en el sentido que no tiene atribución sustancial para expedir el acto administrativo.
En el caso demandado, enuncia que el señor ALEXANDER CARDONA en su calidad de profesional universitario mediante Auto n° 636 del 28 de julio de 2015, fue comisionado para efectuar una inspección contable y tributaria a una persona jurídica específica pero 

terminó haciéndola en otra muy diferente y después sin vacilar extiende su comisión a una visita ocular en otra dirección con el fin de hacer verificaciones directas. 

Esas funciones y actuaciones administrativas están limitadas por la ley; pues el problema radica que para tener competencia al desempeñar la situación administrativa debió estar debidamente expresado en el Auto 636 que a la vez lo comisionaba y no extralimitarse en lo ordenado en el auto, por ello adolece dicha inspección contable y tributaria y por lo tanto la competencia se desbordada para ese objeto Fiscalizador del Tributo que para ese momento estaba en cabeza del funcionario. 
Desviación de poder porque las decisiones acusadas fueron proferidas con una finalidad distinta a la prevista en el ordenamiento jurídico, apartándose por completo de los fines de interés público autorizados por la ley, y son contrarias a los criterios de justicia, equidad y razonabilidad, que deben inspirar la actuación de las autoridades. 

Invoca la violación del principio de territorialidad del tributo y la proporcionalidad del mismo. 
El actor ha sostenido que a partir del 10 de mayo de 2014 empezó a desarrollar la actividad comercial en el municipio de Itagüí. Lo que por sustracción de materia señala que no es procedente pagar tributo por el año base 2010 por cuanto Filialcoop no estaba en la jurisdicción del municipio de Itagüí. 

La situación que convoca la atención es evidenciar una violación al debido proceso en materia de notificación al momento de haber requerido información sobre el pago de ese impuesto; violación que desencadenó en la sanción sobre el porcentaje de los ingresos  brutos recibidos por Filialcoop durante el año 2010 sin tener en cuenta ese factor de territorialidad, es decir, que se había pagado el tributo obligatorio por esa razón en la ciudad de Bogotá que es donde únicamente ejerció actividad comercial la Cooperativa Filialcoop.

En conclusión, son estas causales de anulación las que proceden para anular aquellos actos administrativos con miras a reestablecer el derecho que constitucional y legalmente le corresponde al demandante.
4. POSICIÓN DE LA ENTIDAD DEMANDADA

Dentro del término de traslado, la entidad demandada no presentó escrito de contestación a la demanda. 

5. TRÁMITE.

El medio de Control fue presentado el día 28 de marzo de 2017, inadmitido el dia 30 de marzo de 2017, debidamente subsanado y admitido el 11 de mayo de 2017 y notificado a la parte demandada, al Ministerio Público y a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. La accionada no dio contestación a la demanda dentro del término otorgado. Una vez lo anterior se procedió por auto del cuatro (4) de julio de 2018 a fijar fecha y hora para la audiencia inicial de que trata el artículo 180 de la Ley 1437 de 201, la cual se celebró el 31 de julio de 2018 y en la que se decretaron pruebas y luego por auto del 10 de septiembre de 2018 se otorgó traslado de las pruebas de oficio y por auto 16 de enero de 2019 se le dio traslado a las partes para alegar de conclusión, por el termino de 10 días, dentro del cual las partes presentaron sus alegatos.

6. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Se corrió traslado a las partes para que allegaran por escrito sus alegatos de conclusión, registrándose las siguientes intervenciones:

Parte demandante -folios 216 a 219-. El apoderado judicial de la parte demandante, en el escrito de alegatos de conclusión, ratificó los argumentos presentados en el escrito de demanda, solicita se acceda a las súplicas de la demanda.

Parte demandada. No presenta alegatos de conclusión.
Ministerio Publico. No presenta concepto.
II. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

A. EL PROBLEMA JURÍDICO:

Corresponde al despacho determinar, en primer lugar, resolver si se ajusta o no a derecho los actos administrativos demandados, esto es: i) la resolución 39963 del 13 de mayo de 2016 por medio de la cual se fija una sanción por valor de $18.271.150 por no enviar información del año base 2010 período gravable 2011, expedida por la oficina de fiscalización ,control y cobro persuasivo del Municipio de  Itagüí; y, (ii) Resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 por la cual se resuelve un recurso de reconsideración, confirmando la sanción en contra de la entidad demandante. 

Para ello corresponde al despacho determinar, si es Sujeto Pasivo o no, la COOPERATIVA MULTIACTIVA FILIALCOOP del impuesto de industria y comercio y complementario de Avisos y tableros del año base 2010, periodo gravable 2011 ante el Municipio de Itagüí.

O por el contrario dichos actos fueron expedidos por el Ente Territorial accionado con el cumplimiento cabal del ordenamiento jurídico y por la autoridad tributaria competente.

B. EL ASUNTO DE FONDO EN LA PRESENTE ACCIÓN:
Revisando los presupuestos procesales, para el caso concreto, se cumplen cada uno de ellos:

-  Competencia: El Despacho es competente para conocer del medio de control, en virtud de lo establecido en el numeral 1° y 4º artículo 155 y en el numeral 8 artículo 156 del CPACA.  

- Legitimación: No existe duda pues ambas partes acuden en ejercicio del derecho de postulación; encontrándose legitimado por ACTIVA la demandante al considerarse afectada con los actos administrativos atacados y por PASIVA, la entidad accionada pues emito los actos enjuiciados. Además, ambas partes actúan en ejercicio del derecho de postulación a través de sus apoderados judiciales debidamente constituidos. 

-  Requisitos y Trámite: La demanda reúne los requisitos de los artículos 161 y S.s. del CPACA. Y se impartió el trámite regulado en el Título IV, artículos 170 y 171 siguientes del CPACA.

- Nulidades: No avizora el Despacho nulidad alguna que deba declarase en este momento procesal.

-  Caducidad: la demanda fue interpuesta dentro de los términos oportunos.
-  Agotamiento de los recursos.  Se encuentran debidamente agotados, conforme lo establecen los artículos 74 y S.s. y 161 del CPACA.

C. MARCO JURÍDICO Y JURISPRUDENCIAL:

Las generalidades del Impuesto de Industria y Comercio ICA, emprende desde la Ley 97 de 1913, luego las leyes 84 de 1915, 72 de 1926 y la ley 89 de 1936 y actualmente reglada por los artículos 32 y 33 de la Ley 14 de 1983, que disponen:

Impuesto de Industria y Comercio.

“Artículo 32º.- El Impuesto de Industria y Comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que ejerzan o realicen en las respectivas jurisdicciones municipales, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.  

Artículo  33º.- El Impuesto de Industria y Comercio se liquidará sobre el promedio mensual de ingresos brutos del año inmediatamente anterior, expresados en moneda nacional y obtenidos por las personas y sociedades de hecho indicadas en el artículo anterior, con exclusión de: Devoluciones ingresos proveniente de venta de activos fijos y de exportaciones, recaudo de impuestos de aquellos productos cuyo precio esté regulado por el Estado y percepción de subsidios. 

Sobre la base gravable definida en este artículo se aplicará la tarifa que determinen los Concejos Municipales dentro de los siguientes límites:

1. Del dos al siete por mil (2-7 x 1.000) mensual para actividades industriales, y
2. Del dos al diez por mil (2-10 x 1.000) mensual para actividades comerciales y de servicios.

Los municipios que tengan adoptados como base del impuesto los ingresos brutos o ventas brutas podrán mantener las tarifas que en la fecha de la promulgación de esta Ley hayan establecido por encima de los límites consagrados en el presente artículo. […]
Artículo  34º.- Para los fines de esta Ley, se consideran actividades industriales las dedicadas a la producción, extracción, fabricación, confección, preparación, transformación, reparación, manufactura y ensamblaje de cualquier clase de materiales o bienes.

Artículo  35º.- Se entienden por actividades comerciales, las destinadas al expendio, compraventa, o distribución de bienes o mercancías, tanto al por mayor como al por menor, y las demás definidas como tales por el Código de Comercio siempre y cuando no estén consideradas por el mismo Código o por esta Ley, como actividades industriales o de servicios. Él texto subrayado fue declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-121 de 2006 

Artículo  36º.- Son actividades de servicios las dedicadas a satisfacer necesidades de la comunidad mediante la realización de una o varias de las siguientes o análogas actividades: expendio de bebidas y comidas; servicio de restaurante, cafés hoteles, casas de huéspedes, moteles, amoblados, transporte y aparcaderos, formas de intermediación comercial, tales como el corretaje, la comisión, los mandatos y la compra - venta y administración de inmuebles; servicios de publicidad, interventoría, construcción y urbanización, radio y televisión, clubes sociales, sitios de recreación, salones de belleza, peluquerías, portería, servicios funerarios, talleres de reparaciones eléctricas, mecánica, automoviliarias y afines, lavado, limpieza y teñido, salas de cine y arrendamiento de películas y de todo tipo de reproducciones que contengan audio y vídeo, negocios de montepíos y los servicios de consultoría profesional prestados a través de sociedades regulares o de hecho.” (Negrita del despacho)
Con lo anterior, el Legislador otorgo a los Municipios una amplia autonomía para adoptar o no el tributo y determinar qué actividades industriales, comerciales y de servicios gravar, pudiendo además reglamentar el recaudo y el proceso de fiscalización y control del impuesto. 

La Honorable Corte Constitucional, en su análisis de constitucionalidad del artículo 32 de la Ley 14 de 1983, compilado por el 195 del Decreto 1333 de 1986 establece una regla general conforme a la cual el Municipio llamado a percibir el impuesto de industria y comercio, es decir el sujeto activo de este tributo, es aquel donde se lleva a cabo la actividad comercial, industrial o de servicios. Empero, existen otras disposiciones, también de rango legal, que hacen indicaciones más precisas en torno a dónde deben entenderse realizadas algunas de las actividades gravadas. La Corte estima que el artículo bajo examen no excluye el PRINCIPIO CONSTITUCIONAL que define al Estado como República Unitaria, ni tampoco la AUTONOMÍA TRIBUTARIA reconocida por las normas superiores a las entidades Municipales y Distritales. En efecto, dicho artículo se limita a señalar de manera general cuál es el hecho gravado con el impuesto de industria y comercio (actividades industriales, comerciales y de servicio), y el factor territorial que determina cuál es el Municipio llamado a percibirlo (realización de tales actividades en la jurisdicción Municipal respectiva). Al proceder de esta manera, el Legislador deja un amplio margen de libertad a los Concejos Municipales para adoptar o no el tributo dentro de sus territorios, así como para determinar de manera específica aquellas actividades que caen bajo la descripción genérica del hecho gravado que hace el Legislador, pudiendo también reglamentar el recaudo, fiscalización, control y ejecución del tributo. Así, la norma concilia de manera adecuada los PRINCIPIOS DE UNIDAD y de AUTONOMÍA en materia de facultades impositivas, por lo cual la Honorable Corte descarta que dichos principios hayan sido vulnerados por el legislador.
 
Esta facultad de establecer tributos por parte de los entes territoriales se encuentra sometida al principio de legalidad tributaria. Es por ello que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha señalado que ni los Departamentos, ni los Municipios ejercen una soberanía tributaria absoluta, por cuanto es el legislador quien establece las reglas básicas del tributo y sobre esa base las Asambleas Departamentales y los Concejos Distritales y Municipales establecen qué actividades y como gravar el impuesto, amén de las directrices que sobre el mismo se impongan.

Ahora bien, el Acuerdo No. 030 de 2012 expedido por el Concejo del Municipio de Itagüí, vigente para el periodo gravable 2011, establece en sus artículos 19, 20, 26, 28 y 29 lo siguiente: 

“ARTICULO 19. AUTORIZACION LEGAL. El impuesto de industria y comercio a que se hace referencia en este Estatuto, se encuentra autorizado por la Ley 14 de 1983 y el Decreto 1333 de 1986 y demás normativa concordante.
ARTICULO 20. ELEMENTOS DEL IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO. Los elementos que lo componen son los siguientes:

1. Sujeto Activo. El Municipio de Itagüí es el sujeto activo del impuesto de industria y comercio que se genere dentro de su jurisdicción.

2. Sujeto Pasivo. Son sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio las personas naturales o jurídicas, las sociedades de hecho, y aquellas en quienes se realice el hecho gravado, a través de consorcios, uniones temporales, patrimonios autónomos en quienes figure el hecho generador del impuesto.

Frente al impuesto a cargo de los patrimonios autónomos los fideicomitentes y/o beneficiarios, son responsables por las obligaciones formales y sustanciales del impuesto, en su calidad de sujetos pasivos.

En los contratos de cuentas en participación el responsable del cumplimiento de la obligación de declarar es el socio gestor; en los consorcios, lo son los socios o participes de los consorcios; en las uniones temporales es el representante de la forma contractual.

Todo lo anterior, sin perjuicio. de la facultad de la administración tributaria municipal de señalar agentes de retención frente a tales ingresos.

3. Hecho Generador. El impuesto de industria y comercio recaerá, en cuanto a materia imponible, sobre todas las actividades comerciales, industriales y de servicios que se ejerzan o realicen en la jurisdicción del Municipio de Itagüí, directa o indirectamente, por personas naturales, personas jurídicas o por sociedades de hecho, ya sea que se cumplan en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos.
Artículo 26. IMPUESTO DE INDUSTRIA Y COMERCIO AL SECTOR FINANCIERO. Los bancos, entidades financieras, almacenes generales de depósito, compañías de seguros, compañías reaseguradoras, compañías de financiamiento comercial, sociedades de capitalización y las demás instituciones financieras definidas por la ley, son sujetos pasivos del impuesto de industria y comercio.
ARTICULO 28. IMPUESTO POR OFICINA ADICIONAL. DEL. SECTOR FINANCIERO. Los establecimientos de crédito, instituciones financieras y compañias de seguros y reaseguros de que trata el presente capítulo que realicen sus operaciones en el Municipio de Itagüí, además del impuesto que resulte de aplicar como base gravable los ingresos previstos el artículo anterior del presente Estatuto pagarán por cada oficina comercial adicional la suma equivalente a veinticinco (25) UVT para la respectiva vigencia fiscal. En esta tarifa se entiende incluida la sobretasa bomberil y el impuesto de avisos y tableros
ARTICULO 29. INGRESOS OPERACIONALES DEL SECTOR FINANCIERO GENERADOS EN ITAGÜI. Los ingresos operacionales generados por la prestación de servicios a personas naturales o jurídicas, se entenderán realizados en el Municipio de Itagüí para aquellas entidades financieras, cuya oficina principal, sucursal, agencia u oficinas abiertas al público operen en esta ciudad.

PARAGRAFO. Para estos efectos las entidades financieras deberán comunicar a la Superintendencia Financiera, el movimiento de sus operaciones discriminadas por las principales, sucursales, agencias u oficinas abiertas al público que operen en el Municipio de Itagüí.” (subrayado intencional)
D. DESARROLLO DEL PROBLEMA: 

Sobre la nulidad del proceso sancionatorio por no enviar información del año 2010 por indebida notificación.   

A juicio del demandante, las actuaciones administrativas contentivas a los autos de tramite 412 del 21 de agosto de 2015, 398 del 15 de septiembre de 2015 y 086 del 10 de noviembre de 2015 no se notificaron en debida forma, toda vez que la Administración envió las comunicaciones y citaciones para notificación a diferentes direcciones a la que la empresa tenía registrada para notificaciones judiciales en el Certificado de existencia y representación legal de la Cámara de Comercio. Autos de tramite que dieron lugar a la sanción por no enviar información del año 2010 contentiva en la resolución 39963 del 13 de mayo de 2016 y 81935 del 18 de octubre de 2016, las cuales si fueron notificadas en debida forma. 

Para analizar sobre la VIOLACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO. INDEBIDA NOTIFICACIÓN, se estudiará el estatuto tributario nacional y el estatuto territorial en conjunto, en pro de garantizar el debido proceso tributario y coherencia entre las normas. 
El artículo 563 del E.T. y 247 del E.T. de Itagüí disponen que, los actos que profiere la administración tributaria deben notificarse a la última dirección informada por el contribuyente, esto es, a la indicada en la última declaración o en el formato oficial de cambio de dirección. Además, según la misma norma, en los casos de cambio de dirección, la antigua continúa siendo válida por el término de tres meses, contados a partir de la fecha en que se informe el cambio.

Si el declarante no hubiere informado dirección, podrá notificarse en la verifique directamente la entidad o la que informe en guía telefónica y en general información oficial, comercial o bancaria.

Por su parte, el artículo 564 del E.T. dispone que, durante el proceso de discusión y determinación del tributo, la administración debe notificar los actos que profiera a la dirección que, expresamente, señale el contribuyente o declarante. 

A su vez, el artículo 565 del E.T. y 248 del E.T. de Itagüí, vigente para la época de los hechos, señalan los dos en coherencia que:

“ARTÍCULO 565. FORMAS DE NOTIFICACIÓN DE LAS ACTUACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN DE IMPUESTOS. Los requerimientos, autos que ordenen inspecciones o verificaciones tributarias, emplazamientos, citaciones, resoluciones en que se impongan sanciones, liquidaciones oficiales y demás actuaciones administrativas, deben notificarse de manera electrónica, personalmente o a través de la red oficial de correos o de cualquier servicio de mensajería especializada debidamente autorizada por la autoridad competente.

Las providencias que decidan recursos se notificarán personalmente, o por edicto si el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, no compareciere dentro del término de los diez (10) días siguientes, contados a partir de la fecha de introducción al correo del aviso de citación. En este evento también procede la notificación electrónica.

El estatuto tributario nacional consagró en dicha norma la forma de notificación desde la fuente oficial.

PARÁGRAFO 1o. La notificación por correo de las actuaciones de la administración, en materia tributaria, aduanera o cambiaria se practicará mediante entrega de una copia del acto correspondiente en la última dirección informada por el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante en el Registro Único Tributario - RUT. En estos eventos también procederá la notificación electrónica.

(…)
Cuando la notificación se efectúe a una dirección distinta a la informada en el Registro Único Tributario, RUT, habrá lugar a corregir el error dentro del término previsto para la notificación del acto.

(…)” subrayas intencionales
De acuerdo con la anterior disposición normativa, la notificación por correo debe hacerse a la última dirección informada por el contribuyente en el RUT, y si, por error, se envía a una dirección distinta a la informada, se puede corregir dentro del término para notificar el acto. 

El Registro Único Tributario fue creado como un mecanismo para identificar, ubicar y clasificar a los obligados y responsables tributarios. Es decir, la información sobre los obligados y responsables tributarios y, en general, toda aquella información que sobre ellos requiera la Administración, es agrupada en el sistema único de información (dirección de notificación, información sobre la actividad económica, entre otra), para facilitar no sólo la gestión de la DIAN, sino de las demás entidades del Estado que la requieran y en especial las entidades tributarias territoriales.

Tratándose de la notificación por correo, el artículo 567 E.T. y 250 del E.T. de Itagüí, disponen que “Cuando la liquidación de impuestos se hubiere enviado a una dirección distinta de la registrada o de la posteriormente informada por el contribuyente habrá lugar a corregir el error en cualquier tiempo enviándola a la dirección correcta”.
A su turno, el artículo 568 del E.T. y 251 del E.T. de Itagüí disponen que, las actuaciones de la Administración notificadas por correo, que por cualquier razón sean devueltas, serán notificadas mediante aviso en un periódico de amplia circulación nacional. Cabe precisar que esta notificación es subsidiaria y, en todo caso, procede sólo en los casos en que se hayan agotado todos los medios con que cuenta la Administración para establecer la dirección del notificado.

De lo anterior se infiere que pueden ocurrir dos eventos, el primero acontece cuando la Administración, por error, envía los actos a dirección diferente a la registrada o informada, caso en el que puede corregir el error enviando los actos a la dirección correcta. El segundo acontece cuando el correo devuelve los actos por cualquier razón, menos por la referida anteriormente, evento en el que queda abierta la posibilidad para que los actos se notifiquen por medio de aviso publicado en periódico de amplia circulación.

En el caso sub examine está probado que el Municipio de Itagüí remitió a la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104 el auto 412 del 21 de agosto de 2015 donde solicitó requerimiento de información a la cooperativa.
También obra como prueba que el día 15 de septiembre de 2015, el ente territorial emitió el auto 398 el cual emplazaba previamente a declarar y notifica a la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104, sin ser la dirección de notificaciones registrada en el certificado de existencia y representación legal de Filialcoop.
El día 19 de octubre de 2015 la cooperativa envió comunicación al Municipio de Itagüí, e informó que para el año 2010 no ejerció actividad comercial en esa jurisdicción y solicitó que se notifique a la dirección Carrera 9 # 17-24 oficina 302 de Bogotá.

También se tiene que el ente territorial mediante auto 086 del 10 de noviembre de 2015 formulo cargos a Filialcoop por no enviar información y plantea sanción; notificado en la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104 de Itagüí. 
Las anteriores pruebas permiten concluir que en los autos de tramite n° 412 del 21 de agosto de 2015, 398 del 15 de septiembre de 2015 y 086 del 10 de noviembre de 2015, la administración municipal estaba estableciendo según el artículo 568 ET el proceso de determinación y discusión del tributo, el contribuyente, responsable, agente retenedor o declarante, señala expresamente una dirección para que se le notifiquen los actos correspondientes, la Administración deberá hacerlo a dicha dirección.
En efecto, si se atiende a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, que son los parámetros que según la Corte Constitucional
 se deben considerar la constitucionalidad de un trato diferente, no es razonable interpretar el artículo 568 ET en el sentido que los contribuyentes solo pueden pedir que se les notifique a una dirección procesal en las actuaciones administrativas de determinación de impuestos.

Es así como la Corte Constitucional
 satisface los principios de razonabilidad y proporcionalidad, “las normas procesales deben responder a un criterio de razón suficiente, relacionado con el cumplimiento de un fin constitucionalmente válido, a través de un mecanismo que se muestre adecuado y necesario para el cumplimiento de dicho objetivo y que, a su vez, no afecte de forma desproporcionada un derecho, fin o valor constitucional. 
La Corte ha dicho que los criterios de razonabilidad y proporcionalidad son los parámetros para evaluar la constitucionalidad de un trato diferente, o igual cuando ha de ser diferente. Los tratos irrazonables o desproporcionados constitucionalmente en tales términos, son pues, actos discriminatorios.”

Precisamente, las formas de notificación de los actos administrativos están instituidas para salvaguardar el principio de publicidad de las decisiones de la administración pública, en garantía del derecho de defensa de los administrados, pero también en garantía de la ejecutividad y ejecutoriedad como propiedades inherentes de los actos administrativos para garantizar la seguridad jurídica derivada de la consolidación de las situaciones jurídicas que se crean, modifican o extinguen por medio de tales actos.

No cabe duda de que el Municipio de Itagüí al notificar el auto 086 del 10 de noviembre de 2015 en el cual formulo cargos a Filialcoop por no enviar información y plantea sanción, a la dirección avenida la playa # 49-28 oficina 601 de Medellín y a la calle 50# 51-47 local 104 de Itagüí, invalida la actuación procesal tributaria, por indebida notificación del acto administrativo, en el sentido que el actor le había informado el día 19 de octubre de 2015 se le notificara a la dirección Carrera 9 # 17-24 oficina 302 de Bogotá, es decir la dirección procesal y congruente con la dirección oficial.
Por tanto, los actos de trámite fueron los que desencadenaron los actos definitivos y considera esta Juez que el Municipio de Itagüí al iniciar el procedimiento tributario no agoto los medios necesarios para encontrar la dirección de notificaciones de la Cooperativa Multiactiva Filialcoop y no acato el comunicado del actor del 19 de octubre de 2015 para su notificación. Es decir, no partió de la información que reposaba en el RUT o en el certificado de existencia y representación legal, como fuente oficial. 
Por lo anterior, se comunica que la dirección es errada cuando ésta es distinta a la informada en el RUT o a la dirección procesal suministrada durante la actuación administrativa.
Empero los actos administrativos atacados son la resolución n° 39963 del 13 de mayo de 2016 por medio de la cual se fija una sanción y resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 por la cual se resuelve un recurso de reconsideración y la parte demandante informa que en ellos no existió violación del derecho al debido proceso por indebida notificación, lo que impide a esta falladora pronunciarse al respecto. 

Sobre la nulidad del proceso sancionatorio por no ser sujeto del impuesto de industria y comercio para el año 2010.   

En este acápite se estudiará el objeto de la discusión de fondo planteada, cual es si es Sujeto Pasivo o no, la COOPERATIVA MULTIACTIVA FILIALCOOP del impuesto de industria y comercio y complementario de Avisos y tableros del año base 2010, periodo gravable 2011 ante el Municipio de Itagüí.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 32 de la Ley 14 de 1983, el impuesto de industria y comercio grava todas las actividades comerciales, industriales y de servicio que se realicen en los municipios, directa o indirectamente, por personas naturales, jurídicas o por sociedades de hecho, en forma permanente u ocasional, en inmuebles determinados, con establecimientos de comercio o sin ellos y el articulo 41 regula el sector financiero incluyendo en la clasificación los Bancos, Corporaciones de Ahorro y Vivienda, Corporaciones Financieras como personas sujetas del impuesto municipal de industria y comercio, 
La territorialidad del impuesto de industria y comercio se causa a favor del municipio en el cual se realice la actividad gravada, bajo las siguientes reglas especiales de causación para el sector financiero señaladas en el artículo 211 del Decreto Ley 1333 de 1986, adoptado por el Municipal de Itagüí mediante acuerdo n° 030 de diciembre 27 de 2012, artículo 28 y siguientes, el cual reza:
“ARTICULO 28. IMPUESTO POR OFICINA ADICIONAL. DEL. SECTOR FINANCIERO. Los establecimientos de crédito, instituciones financieras y compañías de seguros y reaseguros de que trata el presente capítulo que realicen sus operaciones en el Municipio de Itagüí, además del impuesto que resulte de aplicar como base gravable los ingresos previstos el artículo anterior del presente Estatuto pagarán por cada oficina comercial' adicional la suma equivalente a veinticinco (25) UVT para la respectiva vigencia fiscal. En esta tarifa se entiende incluida la sobretasa bomberil y el impuesto de avisos y tableros 

ARTICULO 29. INGRESOS OPERACIONALES DEL SECTOR FINANCIERO GENERADOS EN ITAGÜI. Los ingresos operacionales generados por la prestación de servicios a personas naturales o jurídicas, se entenderán realizados en el Municipio de Itagüí para aquellas entidades financieras, cuya oficina principal, sucursal, agencia u oficinas abiertas al público operen en esta ciudad. 

PARAGRAFO. Para estos efectos las entidades financieras deberán comunicar a la Superintendencia Financiera, el movimiento de sus operaciones discriminadas por las principales, sucursales, agencias u oficinas abiertas al público que operen en el Municipio de Itagüí.” Subrayas intencionales
En dicho sentido y según la normatividad territorial, los establecimientos financieros que presten los servicios en el Municipio de Itagüí serán sujetos del impuesto de industria y comercio.

Así las cosas, tenemos probado que el día 19 de octubre de 2015 la Cooperativa envía comunicación al Municipio de Itagüí e informo “los extremos temporo-espaciales desde lo cual la Cooperativa efectuó actividad comercial en el Municipio de Itagüí y para probarlo decidió aportar el contrato de arrendamiento para los años 2014 y siguientes”, revelando en el proceso la falta del elemento espacial del tributo para el Municipio de Itagüí para el año 2010.

Igualmente el ente territorial no aportó prueba contraria, ni motiva la existencia de sucursales, agencias u oficinas abiertas al público en el acto administrativo sancionador u otra prueba como comunicado de la superintendencia bancaria hoy superintendencia financiera de Colombia, lo ordena el articulo 211 del decreto ley 1333 de 1986 “(…) Para estos efectos las entidades financieras deberán comunicar a la Superintendencia Bancaria el movimiento de sus operaciones discriminadas por las principales, sucursales, agencias u oficinas abiertas al público que operen en los Municipios o en el Distrito Especial de Bogotá.” En dicho sentido no obra en el plenario prueba que dé cuenta que el actor ejerció actividades financieras para el año 2010; de otro lado se desatendio la obligación de realizar cargas prevista en el inciso cuarto del artículo 103 de la Ley 1437 de 2011. 

Esta falladora concluye que si bien la estructura dogmática del impuesto de industria y comercio, en el caso sub judice, carece del aspecto espacial porque la Cooperativa Multiactiva Filialcoop probó que para el año 2010 no tenía sucursales, agencias u oficinas abiertas al público operando o ejerciendo actividades comerciales y el Municipio de Itagüí carece de territorialidad para generar actos administrativos relativos al impuesto de industria y comercio o derivados de este como solicitar información del año base 2010 periodo gravable 2011, de conformidad con el acuerdo municipal de Itagüí n° 030 de diciembre 27 de 2012, artículo 28 y 29. apareja su nulidad.
Por lo expuesto, el Juzgado se relevará del estudio de los demás cargos invocados, y declarará la nulidad de los actos administrativos demandados resolución 39963 del 13 de mayo de 2016 por medio de la cual se fija una sanción por valor de $18.271.150 por no enviar información del año base 2010 período gravable 2011, expedida por la oficina de fiscalización ,control y cobro persuasivo del Municipio de  Itagüí; y resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 por la cual se resuelve un recurso de reconsideración. A título de restablecimiento del derecho, declarará que la parte demandante no es sujeto pasivo del impuesto de Industria y Comercio (ICA) y complementarios de avisos y tableros, por el año base 2010 año gravable 2011 y no está obligada a pagar suma alguna por concepto de sanción por no enviar información en relación con al año base 2010 período gravable 2011. 
5.- LA CONDENA EN COSTAS.

En aplicación de lo dispuesto por el artículo 188 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, norma que abandonó el antiguo sistema subjetivo de condena en costas, basado en la conducta o comportamiento de la parte vencida, acogiendo un modelo eminentemente objetivo, en el cual la razón de la condena en costas, surge por el simple hecho de ser resueltas desfavorablemente las pretensiones o argumentos de defensa, se condena en costas al MUNICIPIO DE ITAGUI las cuales serán liquidadas por la Secretaría del Despacho, una vez en firme esta providencia, para lo cual se fija como agencias en derecho en primera instancia, de conformidad con el Acuerdo 1887 de 2003 artículo 6 numeral 3.1.2. Inciso 2, emanado de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, un salario mínimo legal mensual vigente, al momento de la ejecutoria de la presente providencia. 

En mérito de lo expuesto, EL JUZGADO PRIMERO ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN, en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: DECLARAR LA NULIDAD de los actos administrativos contenidos en la resolución 39963 del 13 de mayo de 2016 por medio de la cual se fija una sanción por valor de $18.271.150 por no enviar información del año base 2010 período gravable 2011, expedida por la oficina de fiscalización, control y cobro persuasivo del Municipio de Itagüí; y resolución 81935 del 18 de octubre de 2016 por la cual se resuelve un recurso de reconsideración.  

SEGUNDO: En consecuencia, de la anterior declaración la parte demandante no es sujeto pasivo del impuesto de Industria y Comercio (ICA) y complementarios de avisos y tableros, por el año base 2010 año gravable 2011 y no está obligada a pagar suma alguna por concepto de sanción por no enviar información en relación con al año base 2010 período gravable 2011.
TERCERO: SE CONDENA EN COSTAS AL MUNICIPIO DE ITAGUI, las cuales serán liquidadas por la secretaría del despacho, una vez en firme esta providencia, para lo cual se fija como agencias en derecho en primera instancia, de conformidad con el acuerdo 1887 de 2003 artículo 6 numeral 3.1.2. inciso 2, emanado de la sala administrativa del consejo superior de la judicatura, el equivalente a un salario mínimo legal mensual vigente a la ejecutoria de esta providencia, conforme lo indica el artículo 188 DEL CPACA.
CUARTO: Désele cumplimiento a la sentencia en los términos del inciso 4 del artículo 187 y los artículos 192 a 195 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.

QUINTO: La presente decisión se notificará conforme lo dispone el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011 y contra la misma, procede el recurso de apelación, en el efecto suspensivo, ante el Honorable Tribunal Administrativo de Antioquia, el cual podrá interponerse y sustentarse dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 247 del C.P.A.C.A. Advirtiendo que conforme al acuerdo PCSJA20-11549 7/05/2020 “por medio del cual se prorroga la suspensión de términos, se amplía sus excepciones y se adoptan otras medidas por motivos de salubridad pública y fuerza mayor”; los términos para su control o apelación seguirán suspendidos hasta tanto el Consejo superior de la Judicatura lo disponga. 
SEXTO: ARCHÍVESE el expediente una vez este en firme la presente decisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
ORIGINAL FIRMADA

OMAIRA ARBOLEDA RODRÍGUEZ

JUEZ
� Corte Constitucional. Sentencia T-691 de 2012


� Corte Constitucional. Sentencia C-179/16
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